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				Presentación

				¿Cuáles son algunas aportaciones del Programa Escuelas de Calidad (PEC), más allá de la evaluación de sus resultados anuales? Éste es el objetivo del presente libro: busca rastrear las herencias del programa más relevantes en la discusión de la política educativa nacional, así como una discusión sobre esos aspectos. Es por ello que destaco las temáticas que a mi juicio logró incorporar el PEC en la agenda educativa nacional o a las que dio una respuesta original en el contexto de las políticas educativas. Entre ellas identifico de manera destacada haber reconocido en su forma de diseño e instrumentación la coparticipación entre entidades federativas y autoridad nacional en la responsabilidad de la impartición de los servicios educativos; la capacidad de decisión de las escuelas sobre sus proyectos de mejora; la preocupación conjunta sobre la calidad y equidad educativas; la participación social y la relevancia de atender el tema de rendición de cuentas en educación; así como la relevancia que se otorgó a la evaluación y el uso de la información para el diseño e instrumentación de las políticas. 

				El presente libro contiene algunas preocupaciones de orden académico más generales, derivadas de las evaluaciones realizadas sobre el Programa Escuelas de Calidad, durante 2001 al 2007. A lo largo de esos seis años, junto con un calificado equipo de trabajo que fue participando en estas evaluaciones externas, respondí a la solicitud expresada por la Secretaría de Educación Pública (SEP) de contribuir en la evaluación de su diseño y gestión, así como a analizar los resultados del programa para ser presentados al Congreso de la Unión. Se trató, por tanto, de una evaluación de carácter formativa para efectos de la instrumentación del programa, así como de una evaluación de resultados intermedios.

				Dichas evaluaciones buscaron, además, proporcionar la información que los coordinadores del programa juzgaban relevante como insumo para su planeación y rediseño a futuro. Así, la primera evaluación abundó en el diseño del programa, sus componentes, interacciones propuestas y sustento tanto teórico como empírico en la literatura internacional. La segunda evaluación abordó el problema del diseño institucional, las relaciones intergubernamentales implicadas en el diseño del programa y las posibilidades de desarrollo en el nivel estatal. La tercera avanzó hacia los actores en las estructuras estatales y su participación durante los primeros tres años del programa y su potencial de mayor involucramiento; se desarrolló de manera especial el tema de los usos de la información y su importancia para la operación institucional, así como en los resultados en la focalización de las escuelas. Las evaluaciones cuarta y quinta retomaron el tema de relaciones intergubernamentales y el desarrollo de las Coordinaciones Generales Estatales del Programa, mientras que la sexta se centró en el tema de la participación social. La séptima evaluación se enmarcó en el nuevo contexto propuesto por el Consejo Nacional para la Evaluación de la Política Social de análisis de marco lógico y matriz de indicadores. En todos los casos, se evaluaron los principales resultados del programa conforme a los cambios en sus indicadores institucionales, permitiendo dar un seguimiento informativo a su evolución en sus primeros siete años.

				Los resultados de evaluación están disponibles en la página web del PEC y han sido ampliamente usados por estudiantes, administradores públicos, y académicos. Sin embargo, por su carácter, no incorporaron todas las discusiones teóricas sostenidas por el equipo de trabajo en cada uno de los documentos presentados ni reflejan las preocupaciones de carácter más general a la política educativa que juzgo relevantes. El presente libro trata de expresar, de una manera sintética y didáctica, esas preocupaciones generales.

				La evaluación externa del PEC no habría sido posible sin la invaluable confianza de Jesús Álvarez en las aportaciones del sector académico a las políticas educativas, quien ideó el programa y lo desarrolló durante sus primeros tres años. Sin el equipo de trabajo bajo el liderazgo del Lic. Álvarez, el programa sería a mi juicio inconcebible, y la apertura y respeto a la evaluación externa difícilmente se hubiesen podido realizar y continuar, incluso después del retiro de la Coordinación Nacional del Programa en su tercera emisión. Las discusiones con él y la observación del sistema de trabajo que propuso al programa cambiaron indudablemente no sólo mi forma de ver la política educativa, sino la forma de diseñar políticas educativas desde la federación. Al Profesor Ernesto Castellano, coordinador entre 2003 y 2006, agradezco la confianza reiterada y su reconocimiento al valor de la información en el proceso de la política. 

				El trabajo es producto de las ideas y discusiones colectivas con muchas personas, así como de siete años de trabajo, realizado en la División de Administración Pública del CIDE, y con un magnífico grupo de investigadores formado para realizar esta tarea, que agregaron calidez a esos años de trabajo e inteligencia a sus productos. Se presenta bajo mi autoría, como coordinadora de todo el proceso de evaluación, estímulo a estas discusiones y responsable de todos los productos de la evaluación externa del PEC, pero reconozco y agradezco en este producto final la compañía de los siguientes investigadores de proyecto, quienes alimentaron y enriquecieron mi forma de analizar el sistema educativo y los procesos de evaluación de políticas públicas. De manera muy especial a Adriana Aragón, durante los dos primeros años, Giulianna Mendieta, entre el tercero y sexto años y a Marianela Núñez y Arcelia Martínez Bordón en el quinto y sexto años. 

				Otros colaboradores a quienes agradezco su colaboración son José Manuel del Río Zolezzi, Lorena Archundia, Mónica Jacobo, Araceli Camacho y Osiris Martínez. Sin el apoyo, entusiasmo y enriquecedoras conversaciones con todos ellos, el trabajo durante tantos años difícilmente habría sido realizado. Reitero a todos mi amistad y reconocimiento. Agradezco también a los colaboradores de la última evaluación realizada sobre el PEC en su ciclo 2007-2008, que leyeron y comentaron el primer borrador de este libro: a Mariana Castro, Teresa Gutiérrez y Jimena Hernández. 

				Por último, y no menos importante, agradezco el interés de la Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales por conocer este trabajo y publicarlo, así como el apoyo de su grupo editorial. Del mismo modo, reconozco y agradezco a los dictaminadores anónimos que leyeron el documento y aportaron importantes ideas para su versión final. El interés y apoyo de la sede México de la Flacso al trabajo de investigación en el área educativa son sin duda un incentivo más para continuar en la exploración de mejores formas de interpretación y de intervención para la mejora de nuestros sistemas educativos. Hacerlo desde la Flacso es para mí una distinción y un deleite.

				Reconocer las múltiples influencias y apoyos en este trabajo, no sobra decirlo, no minimizan la responsabilidad del producto final expresado en este libro. En todo caso, sus errores u omisiones no son más que atribuibles a mí.

				México, D. F.

				Teresa Bracho González

			

		


		
			
				Introducción

				El PEC es una iniciativa del gobierno federal originada en el año 2001, cuyo propósito general es mejorar la calidad de la educación que se imparte en las escuelas públicas de educación básica, especialmente en las que atienden a poblaciones en condición de marginalidad urbana, mediante la construcción de nuevos modelos de gestión escolar, práctica docente y participación social, que permitan transformar la cultura organizacional y el funcionamiento de las escuelas públicas que voluntariamente se incorporen al programa. Si bien no fue su misión al inicio, muy pronto, en su implementación, incorporó como eje central de sus actividades el tema de fortalecimiento, articulación y alineación de los programas federales, estatales y municipales enfocados hacia ese nivel educativo, así como la prioridad por la atención a la equidad educativa. Se buscó con ello transformar el diseño de la política educativa, de una formulación central que concentra todas las decisiones acerca de las prioridades, las estrategias, los recursos y su distribución, hacia un esquema que permita generar proyectos desde la escuela y las administraciones estatales hacia todo el sistema educativo. Se trata de un programa de relativamente reciente creación, que inicia sus operaciones en el ciclo escolar 2001-2002.

				El libro que aquí se presenta busca ampliar el análisis del programa a aquellos aprendizajes que a mi juicio han sido poco discutidos en la amplia producción académica y de evaluación que generó el propio programa, o a aquellos en los que la contribución del programa no ha sido resaltada, pero que han tenido un impacto en el quehacer de la política educativa y la gestión escolar.

				¿Por qué hablar de innovación en política? A continuación se destacan algunos de los elementos que fueron novedosos en la concepción del programa y que lograron incorporarse en la agenda educativa nacional. 

				Para la operación del programa se crea un fideicomiso nacional que recibe los fondos de la federación y los transfiere a los estados. Este fideicomiso no puede retener más del 5 por ciento para gastos de administración, evaluación, difusión, etc. Asimismo, en las entidades federativas se crean fideicomisos similares, que reciben fondos de la federación y del estado, en una relación de 3 a 1, y con reglas similares en cuanto a gastos de administración, capacitación, difusión, etc. Los recursos asignados a las escuelas como aportación inicial han variado a lo largo de los años: de aproximadamente cien mil hasta cincuenta mil pesos. La transferencia de recursos directos a las escuelas, así como la creación de un fideicomiso que permitiese la transferencia de recursos excedentes de un ciclo a otro fueron algunos de los aspectos innovadores en el Fideicomiso del PEC. Otro más, no de menor importancia, es que se estableció una regla para el gasto administrativo que no superara inicialmente el 6 por ciento del total del fondo del fideicomiso y el 4 por ciento a partir del tercer año. 

				Para que las escuelas ingresen al programa, cada gobierno estatal emite una convocatoria en la cual se establecen los criterios de incorporación. Las que deseen participar presentan una planeación estratégica escolar a cinco años y un plan anual de trabajo elaborado por la comunidad escolar (director, maestros y padres de familia). El proceso final de selección se lleva a cabo en cada estado, es responsabilidad compartida del Consejo Escolar de Participación Social en la Educación y del comité dictaminador, e implica la capacitación de directores y docentes, el apoyo para la elaboración del proyecto, el dictamen sobre solicitudes y la selección de las escuelas. Asignar una tarea específica a los Consejos de Participación, tanto estatal como escolares, fue una innovación más, que buscaba activar dichos consejos, la mayor parte de las veces no creados o sin funcionar.

				En la planeación estratégica escolar se debe expresar la misión, la visión, establecer metas mensurables, determinar acciones pertinentes y firmar un convenio de desempeño. La estrategia del PEC es apoyar estos proyectos ofreciendo a las escuelas asesoría técnica especializada y recursos financieros para su ejercicio directo. El programa prevé que al término del ciclo escolar la escuela incorporada presente a la coordinación estatal un reporte técnico en el que se describa qué actividades se han desarrollado, y otro financiero que dé cuenta sobre en qué se han invertido los recursos; con base en ellos, se puede solicitar la reincorporación para el siguiente año, bajo restricción de elaborar los ajustes sugeridos por las evaluaciones. Aun cuando el antecedente inmediato del PEC puede rastrearse al programa de Gestión Escolar, este último operaba en un número muy reducido de escuelas y sin recursos o asesoría específica y evaluación. 

				Así, el PEC articuló los tres grandes ejes de política educativa del Programa Nacional de Educación (PNE 2002-2006): equidad, calidad y mejora de la gestión. Se trata, por tanto, de un programa que busca tener impactos en la calidad, atendiendo de manera particular la problemática de la equidad en el acceso a una educación relevante y por medio de una propuesta programática que impacte sobre la gestión educativa, tanto en el nivel de la política central como en los estados y, fundamentalmente, en los procesos de gestión escolar.

				En este sentido, tanto el PNE como el PEC apostaron a un cambio en la cultura institucional y en las formas de gestión, planeación y control de la administración en su relación con las escuelas, además de buscar propiciar un cambio en las propias escuelas y en su relación con el entorno. Es a partir de lo anterior que la propuesta para iniciar el programa fue lograr cambios relevantes en las formas de hacer la política educativa y de instrumentarla en todo el país, cambios en la forma de definir la información pertinente para el diseño y seguimiento del sistema educativo y de usar esa información para la mejora del sistema, de hacer un uso eficiente de los recursos que se asignan a la educación, de incentivar y aceptar la crítica para mejorar.

				Como veremos más adelante, al igual que en las evaluaciones externas anuales presentadas al Congreso de la Unión y coordinadas por Bracho (2001-2007), las evaluaciones más recientes también señalan que el PEC está contribuyendo a reducir la deserción y reprobación, a transparentar el ejercicio del gasto educativo, a fortalecer las relaciones intergubernamentales, a mejorar las condiciones de operación de las escuelas públicas incorporadas en el programa y a incentivar la participación de los padres en el proceso de gestión escolar, promoviendo procesos de rendición de cuentas claros (Heurística Educativa, 2003; 2005; Secretaría de la Función Pública (SFP), 2003; 2004; Murnane, Willet y Cárdenas, 2006; Shapiro y Skoufias, 2006; Universidad Pedagógica Nacional, 2006b).

				Pese a ello y a los grandes logros del programa en términos de cobertura —la Evaluación Externa del Programa Escuelas de Calidad 2006-2007 (Bracho, coord., 2007) señala que para el ciclo escolar 2006-2007 el PEC ya atendía a un total de 37 892 escuelas, lo que superaba la meta estipulada durante el diseño del programa que preveía para el final del ciclo escolar 2006-2007 la participación de 35 000 escuelas—,[1] también debe reconocerse que cualquier cambio en la política educativa, como los que propone el PEC, requiere de un periodo de maduración; es decir, no es posible esperar resultados de mejoramiento en el aprendizaje de los estudiantes de manera inmediata cuando las propuestas y apuestas iniciales del programa se orientan a la modificación de la cultura escolar, una que facilite en el mediano plazo el mejor rendimiento de los estudiantes.

				En este libro se documentan y analizan los alcances y aprendizajes del PEC en seis años de operación con base principalmente en sus evaluaciones externas relativas a la gestión del programa y a sus resultados como política pública (Bracho, 2001-2007), a fin de resaltar no sólo algunos de sus logros, sino de detectar los posibles nudos problemáticos en el proceso de diseño e implementación del programa que pudiesen obstaculizar el cumplimiento de los objetivos a mediano y largo plazos. Para ello, se pone especial atención en los aspectos relativos a la gestión escolar e institucional, así como en los avances de distintos indicadores de resultados, incluidos los de “calidad” y “equidad”. Para el análisis de estos dos indicadores se utiliza evidencia de algunas de las evaluaciones realizadas por Harvard, el Instituto Nacional para la Evaluación de la Educación (INEE) y las propias, así como algunas de las evaluaciones coordinadas por Loera, bajo la firma de Heurística Educativa. Asimismo, se estudian los impactos que el programa ha tenido en materia de participación y rendición de cuentas, y en la evolución misma del programa, para ver hasta qué punto se puede ver al PEC como una política basada en evidencia. 

				El trabajo se divide en cuatro capítulos. En el capítulo 1 se presentan los impactos que ha tenido el programa en materia de gestión escolar e institucional. En el capítulo 2, se analizan cuáles han sido los efectos del PEC en los distintos indicadores que miden “calidad” y equidad”. En el capítulo 3, se analiza hasta qué punto el programa ha logrado incidir tanto en la participación social de distintos actores en el ámbito educativo como en la rendición de cuentas de la escuela y del propio sistema educativo. En el capítulo 4, por su parte, se analiza si el PEC puede verse como una política basada en evidencia. Finalmente, se presenta un breve apartado de conclusiones y recomendaciones. 

				
					
						[1] Dicha evaluación presenta una sistematización de las evaluaciones realizadas de 2001 a 2007, en donde se recogen los niveles de avance en el logro de metas y rediseño de procesos a nivel nacional, estatal y municipal.

					

				

			

		


		
			
				Capítulo I

                        Impactos de la gestión escolar e institucional

				Hablar del PEC implica identificar en primera instancia su semejanza con el nuevo movimiento de gestión escolar conocido como “administración centrada en la escuela”. El PEC comparte con esta corriente el principio de considerar la importancia de factores adicionales en las escuelas tales como la necesidad de flexibilizar gestión escolar, de involucrar redes de participación ciudadana y la rendición de cuentas. Este enfoque implica recuperar dichos factores de incidencia escolar para generar valor agregado y que la escuela pueda elevar sus logros a partir de los procesos generados en su interior. Hablar de gestión en el PEC implica también abordar dos ámbitos diferentes. Por un lado, la gestión del propio programa, que conlleva observar el entramado institucional que vincula verticalmente a diversos niveles de gobierno en un esquema descentralizado y flexible (relaciones intergubernamentales), así como la apertura horizontal a la participación de diversos actores en un esquema de participación social, cofinanciamiento y rendición de cuentas (relaciones interinstitucionales). Por otro lado, el modelo de gestión que el PEC introduce la idea (novedosa en la política nacional) de que las escuelas puedan ser beneficiadas con los recursos económicos directos del programa. Este modelo presenta una visión de planeación estratégica, trabajo colegiado liderado por el director del plantel, participación social expresada en la posibilidad de toma de decisiones, el cofinanciamiento de acciones y el ejercicio de la contraloría social para la rendición de cuentas.

				En este capítulo se describe en primera instancia las características del modelo de administración centrada en la escuela como parte de un nuevo modelo de gestión educativa. En segunda instancia, se aborda éste y su impacto en gestión escolar; así como los retos a los que conlleva su implementación en los centros escolares; en tercer lugar, a las instituciones educativas como organizaciones que aprenden con base en el concepto de “escuelas eficaces”. En cuarto lugar, se analiza la experiencia nacional en el desarrollo de gestión escolar y sus coincidencias con los valores propuestos por el enfoque de administración centrada en la escuela y la experiencia del PEC a nivel de gestión. Por último, se analizan los impactos del PEC a nivel de gestión escolar e institucional con base en los hallazgos de las seis evaluaciones externas realizadas por Bracho (2001-2006).

				Desarrollo de la gestión educativa

				Desde finales de los años setenta, en Gran Bretaña, Rutter et al. (1979, cit. por Alvariño et al., 2000: 4-8) propician un movimiento de revisión de la corriente de estudios norteamericanos iniciados con Coleman (1969) y Jencks (1972) (cit. por Alvariño et al., 2000), que insistían en el peso de las variables de origen socioeconómico en el rendimiento de las escuelas y los alumnos. El nuevo enfoque implicaba recuperar los factores de incidencia escolar que pudieran generar valor agregado para que la escuela pudiese elevar sus logros a partir de los procesos y fenómenos generados en su interior. Entre las más importantes conclusiones de Rutter y sus colegas destacan el hecho de que efectivamente existen diferencias de logro entre las escuelas, pero que no pueden atribuirse únicamente a la incidencia de variables iniciales, o a características del contexto socioeconómico o de las familias y los estudiantes, sino que están sistemáticamente asociadas con las características de los procesos educativos y los climas organizacionales.

				De estas revisiones surgen varias corrientes que intentan dar un giro a la educación, tomando en cuenta como determinantes algunos factores hasta ese momento poco estudiados. En los años ochenta distintos programas, como Escuelas Eficaces y Mejora de la Escuela pretendieron difundir la idea de que el sistema educativo, y por tanto, los centros de enseñanza escolar, eran capaces de influir en las condiciones culturales de los alumnos y otorgar un valor agregado a la sociedad. Valga reiterar el supuesto central: los resultados de los estudiantes no están predeterminados de manera absoluta por condiciones socioeconómicas previas (sobre las que la escuela tiene poco que hacer directamente), sino que se parte de la idea de que el centro escolar es capaz de incidir de manera significativa sobre el resultado final del proceso escolar, es decir, sobre el rendimiento del estudiante.

				Por otro lado, también se reconoce que el progreso de un centro escolar se deriva del propio personal de la escuela, quien determina sus prioridades y desarrolla sus planes de acción. En este sentido, se identifican ciertos procesos como base de la mejora: el desarrollo cooperativo del profesorado, el grado en el que se involucran en las decisiones del centro, estrategias de coordinación, planificación con trabajo colegiado, etcétera.

				En los años noventa, surge una línea de renovación escolar denominada “gestión basada en el centro” o “la administración centrada en la escuela”. Este movimiento pone énfasis en la capacidad de decisión en el centro escolar, con una consecuente minimización de su dependencia respecto del exterior. Bajo este movimiento aparecen temas como la autonomía de las escuelas, gestión local de los currícula, racionalización y optimización de los recursos, cambio de las estructuras de gobierno de los centros —liderazgo, nuevos roles de los docentes—, capacitación y formación continua propuesta por los miembros de la escuela, planes de trabajo desarrollados en colaboración con agentes externos, centros más pequeños, apelación a nuevos modos de gestión de calidad, etcétera (Bolívar, 2000). Para Casassus (2000), como producto de la descentralización se genera un proceso de cambio organizacional, es decir, profundas modificaciones en los modos habituales de pensar y actuar, lo cual produce mejorías en la calidad de la educación.

				La base de la discusión sobre las variables de gestión escolar se centra, pues, en que los centros educativos pueden alterar las variables asociadas a los resultados a partir de sus propias propuestas y el desempeño de sus miembros. En este sentido, es posible identificar en la literatura tres tipos de variables que inciden en el logro educativo (Alvariño et al., 2000: 12-13):

				1. Variables de origen o iniciales: son las relacionadas con el nivel socioeconómico de los alumnos, su capital social o cultural. Son modificables a partir de políticas de índole macrosocial que aumentan el crecimiento económico y alteran la distribución de la riqueza social (Banco Mundial, cit. por Alvariño et al., 2000, 12-13).

				2. Variables de naturaleza curricular: se refiere a las formas en que se estructura el conocimiento escolar y las distintas maneras como se transmite ese conocimiento. En esta perspectiva, se considera que su efecto es secundario en el corto plazo, mientras que en el mediano y largo plazos la organización, planificación y prácticas curriculares podrían tener un efecto apreciable (Gardner, 1995 y Bruner, 1996, cit. por Alvariño et al., 2000: 13).

				3. Variables de organización y gestión escolares: un manejo adecuado de la coordinación y estructura del trabajo al interior del centro, la forma en que se deciden las prácticas de planeación escolar, etc., podrían producir efectos en el corto plazo, en periodos de cuatro a seis años (Murmane y Levy, 1996, cit. por Alvariño et al., 2000: 13).

				Es en este último grupo de variables donde los movimientos de gestión escolar han puesto una mayor atención. Revisemos de manera sucinta lo que plantean los tres exponentes más conocidos de este grupo: “la administración centrada en la escuela”, “escuelas como organizaciones que aprenden” y “escuelas efectivas”, para darnos una idea del estado de la discusión al momento del surgimiento del Programa Escuelas de Calidad.

				Administración centrada en la escuela

				La administración centrada en la escuela encuentra su fundamento al interior de la teoría de las organizaciones y de la economía. Así pues, los teóricos de la organización asumen que un ambiente descentralizado “es óptimo para la eficiencia en operaciones, ya que los empleados al estar facultados para tomar decisiones tienen más control sobre su trabajo y son más responsables por sus decisiones” (Walker, 2002: 3). 

				La premisa sobre la que se basa este argumento indica que la escuela, al tener más contacto con sus usuarios,[1] en este caso los alumnos y la comunidad, puede atender adecuadamente sus necesidades e identificar de mejor forma al responsable de la puesta en marcha del programa. Bajo esta perspectiva, la descentralización sirve de mecanismo legitimador de las acciones públicas al acercar al beneficiario directo al proceso de toma de decisiones, dando por supuesto que las organizaciones y los servidores públicos son sensibles a las necesidades locales, o de sus usuarios. Pero también puede crear el fenómeno de simulación de política, esto es, cuando no se hace ninguna modificación real a los procesos educativos en el centro escolar, aunque formalmente o en papel parezca que sí se ha hecho; no obstante, se debe tomar en cuenta que ninguna reforma escolar puede lograrse por un cambio simple de normatividad.

				Una parte importante de las lecciones que pueden obtenerse de este movimiento de reforma, pero que no deja de ser una conjetura obvia, es que no existe un modelo único que pudiese ajustarse a las muy diversas realidades nacionales. Parte del aprendizaje logrado se refiere a la importancia de reconocer las características específicas, no sólo de cada país, sino incluso de cada comunidad y escuela; a ello hay que agregar que las reformas deben incorporar en su estrategia los objetivos perseguidos. También, se puede reconocer que las propuestas de transferencia de decisiones a la escuela se han sustentado sobre la idea de que es ahí donde tienen lugar los procesos de enseñanza-aprendizaje y es, por tanto, el espacio donde las reformas deben ser instrumentadas, aunque los argumentos centrales que buscan dar sustento a dichas propuestas son de diversa índole.

				Desde la perspectiva económica, se argumenta que la cercanía de la toma de decisión a la acción conduce a una mayor eficiencia económica. Así, en la medida en que las decisiones sobre la acción educacional se acerquen más al centro escolar, el uso de los recursos involucrados será más eficiente.

				Desde el punto de vista de la actividad escolar, los profesionales de la escuela, es decir, directores y profesores, tienen no sólo mayor información sobre las características propias del centro escolar, sino que poseen también una mayor experiencia en la toma de decisiones relevantes para la escuela. Al mismo tiempo, el estar involucrados en la administración escolar puede conducir a un aumento de su compromiso frente a las decisiones.

				Desde el punto de vista político, la reforma de descentralización promueve la participación democrática y una estabilidad política en tanto se logre formar a una ciudadanía mejor preparada y más participativa en los asuntos que le incumben. En el mismo tenor, la escuela fortalece los valores cívicos y políticos para el desarrollo de la democracia.

				Desde la perspectiva de la eficiencia administrativa, la escuela está en mejor posición para asignar recursos eficientemente, de manera que se ajuste a las necesidades reales de los estudiantes. Es de esperar que la experiencia administrativa de las escuelas incremente con el tiempo su eficiencia, así como la participación de los actores involucrados en la tarea local.

				Desde la racionalidad financiera, se asume que la mayor participación de los agentes locales y de los padres de familia en la toma de decisiones sobre la acción escolar del centro educativo otorgará, en el mediano plazo, una mayor posibilidad de generación local de recursos. En este sentido, se busca aumentar la calidad en la educación por medio de “la participación de los padres, los incentivos personales dados a los maestros y un marco institucional que permita el desarrollo de innovaciones en el uso de los limitados recursos humanos y monetarios” (Arcia y Belli, 2001: 19).

				Aumentar el logro escolar de los estudiantes ha sido la principal razón sobre la que se justifican las reformas de la administración centrada en la escuela. Conforme al argumento general, padres y maestros tienen autoridad para tomar decisiones en beneficio de la escuela y con ello el clima de la escuela apoyará el aumento del logro. Sin embargo, no hay aún evidencia empírica suficiente, ni con el rigor deseable, para sustentar este argumento. 

				La responsabilidad (accountability) también es producto del aumento de la participación en la toma de decisiones. Los sistemas de rendición de cuentas han tendido a modificarse, pasando de modelos basados en los insumos obtenidos, hacia un sistema que “se enfoca en el desempeño, utilizando datos de impacto, tales como puntajes obtenidos en exámenes y tasas de reprobación” (Elmore, Abelmann y Fuhrman 1996: 66).

				Modelos de administración centrada en la escuela

				Es posible distinguir tres modelos generales bajo los cuales se organiza y/o analiza la gestión escolar, dependiendo tanto del centro administrativo como de la racionalidad, metas y tipo de modelo de decisión (Banco Mundial, 2001):

				1) Modelo de control administrativo: en este tipo de modelo, la toma de decisiones está centrada en el director, pues supone que el control de éste conducirá a una mayor responsabilidad frente a las demandas de los padres y del sistema educativo, lo que resultaría, por su parte, en un mayor beneficio a los estudiantes. El objetivo buscado en este modelo es incrementar la responsabilidad de la autoridad del plantel educativo frente a padres y frente al sistema central. 

				2) Modelo de control profesional: en estos casos la toma de decisiones se centra en el conjunto de docentes, organizados en consejos. El modelo se sustenta en dos supuestos: por una parte, los profesores mismos, quienes tienen un mayor conocimiento de la información relevante al proceso educativo y por la otra, su participación en el proceso de toma de decisiones incrementará su compromiso con la enseñanza y con las reformas que asuman como propias. Con ello, se busca aumentar el uso eficiente del conocimiento profesional de los docentes en las decisiones relevantes al proceso de enseñanza-aprendizaje. 

				3) Modelo de control comunitario: el modelo centra la toma de decisiones en los consejos o asociaciones de padres. En la búsqueda de una mayor satisfacción de los beneficiarios de la escuela, se asume que la mayor responsabilidad de los padres y la comunidad en el proceso educativo llevará a reflejar de manera más adecuada las preferencias y necesidades locales y, por esta vía, la mayor eficiencia escolar. Por otra parte, supone un aumento de la sensibilidad de los responsables escolares (directivos y docentes) en relación con las demandas locales para la educación.

				Si bien la diferenciación anterior ayuda a comprender las distintas racionalidades, en la práctica la mayoría de los diseños de reforma pueden caracterizarse como experiencias mixtas, aunque con un mayor énfasis en que alguno de los componentes de decisión en el plantel sean directivos, profesores o comunitarios.

				Consecuencias sobre distintos aspectos de la escuela

				Es evidente que las políticas de administración centrada en la escuela no garantizan por sí mismas una mejoría en los procesos de enseñanza ni en el aprendizaje de los estudiantes. En este sentido, Fiske (2000) sugiere que hay límites a lo que puede lograr la descentralización administrativa, y no hay razón para esperar que el rediseño del marco gubernamental del sistema educativo, por sí mismo, pueda llevar a la eficiencia administrativa y financiera o a mejores procesos de enseñanza o a un mayor aprovechamiento de los estudiantes. A pesar de lo anterior, se esperarían consecuencias positivas en la medida en que un nuevo diseño administrativo lograse modificar las variables que puedan afectar el aprendizaje en la escuela. El proyecto de “School Based Management” (SBM) (Banco Mundial, 2001) resume los impactos de esta política en distintos grupos de personas y ámbitos: los estudiantes, los maestros y la innovación escolar, la eficiencia administrativa, la equidad, las relaciones padres-escuela o participación social, la rendición de cuentas o responsabilidad, el financiamiento y ampliación de recursos y la evaluación.

				a) Los estudiantes

				Uno de los efectos que puede identificarse sobre los estudiantes es el que se refiere a la asistencia escolar. En el caso de las políticas de administración centrada en la escuela, pueden reportarse condiciones favorables para incrementar la asistencia regular de los estudiantes a la escuela. 

				b) Los maestros y la innovación escolar

				Una de las condiciones que puede llegar a afectarse con los proyectos de administración centrada en la escuela es la asistencia regular de los docentes a su trabajo, el mejoramiento de las prácticas docentes y el grado en el que se involucran en las tareas comunes de la escuela. Otra consecuencia importante tiene que ver con el uso del tiempo de los agentes escolares para que la administración tenga que ver más con procesos escolares que con controles administrativos. 

				c) Eficiencia administrativa

				La descentralización de las decisiones administrativas hacia la escuela haría esperable una disminución de las presiones sobre la estructura burocrática central, y con ello una posibilidad de redefinir ésta hacia oficinas regionales o áreas de apoyo estratégico a la administración escolar. Debiera implicar un cambio en el diseño y manejo de la información administrativa, de manera que dicha información fuese de utilidad, en primera instancia, a los centros educativos en sus tareas de diseños de proyectos escolares y planes de trabajo y a la administración central, como información para el monitoreo general de los procesos. Además, al acercar las decisiones al centro escolar debería producirse una mayor eficiencia en la asignación de recursos a nivel del plantel, la maximización de su eficacia y una mayor claridad sobre la utilidad de los distintos recursos administrativos e informativos.

				d) Equidad

				Los procesos de descentralización, cualesquiera que sea su carácter, pueden provocar una mayor desigualdad en la distribución de los recursos entre las distintas regiones y entre las escuelas. Por ello, es importante que ante cualquier política de descentralización se generen las estrategias de atención prioritaria a los segmentos de la sociedad más vulnerables, ya sea buscando mecanismos que equiparen los recursos, diseñando programas compensatorios especiales o atendiendo a la equidad en todos los aspectos y niveles del diseño de las políticas.

				e) Participación social

				Una estrategia implicada en los proyectos de administración centrada en la escuela es incentivar la participación social. Además de ser una estrategia para profundizar la descentralización, lo que se busca es aumentar la participación social en el proceso educativo, transfiriendo parte de las decisiones y responsabilidades a las comunidades en las propias escuelas. En el ámbito internacional se ha señalado que los padres tienden a ver su participación en los consejos escolares como un ejercicio pasivo mediante el cual obtienen información de la escuela y no como una oportunidad de participar en la definición-evaluación-diseño de las políticas del plantel. Mi posición en este punto fue siempre de duda en relación con la capacidad de movilizar esta participación desde las escuelas; por ello, se sugirió desde el inicio, desde la evaluación externa de la gestión, que se buscara generar los mecanismos específicos que otorgasen misión, sentido y contenido relevante a esta participación. 

				f) Responsabilidad

				La noción de responsabilidad (accountability) involucra al menos las siguientes dimensiones: estándares claramente establecidos, medición del progreso de los estudiantes, desarrollo profesional docente paralelo a estándares y resultados. Además, los resultados deben ser conocidos públicamente, y deben conducir a sistemas de sanciones, recompensas y programas de compensación en donde se identifiquen problemas (Lashway, 1999).

				g) Financiamiento y ampliación de recursos

				El aumento del gasto educativo no mejorará por sí mismo el desempeño educativo; habrán de buscarse mecanismos específicos de asignación del presupuesto que se orienten a incentivar su mejoría y que identifiquen los focos de atención prioritarios para ello. El apoyo financiero a la educación debe ser un estímulo de manera directa a los esfuerzos de la comunidad para elevar la calidad de la educación. Ello implica acercar la toma de decisiones sobre el uso de los recursos a la propia comunidad educativa.

				h) Evaluación

				La existencia de sistemas de información objetivos y confiables sobre el desempeño del sistema educativo, incluido el de la evaluación de rendimiento de los estudiantes, es una condición fundamental para los proyectos de administración centrada en la escuela. Debe distinguirse claramente que la evaluación no se refiere sólo al aprendizaje efectivo de los estudiantes, sino también a la calidad de los procesos escolares y el desempeño de las variables que lo condicionan en el nivel escolar. La evaluación es fundamental en tanto que no sólo es un elemento clave para la rendición de cuentas, sino también es el insumo fundamental para el diseño de las propuestas de mejora escolar. Sin embargo, no hay consensos claros acerca de qué y cómo evaluar. Pero, cualquiera que sea el sistema de evaluación que se utilice, la recomendación de Lin (2001) parece ser fundamental: hay que poner más énfasis en el mejoramiento de la escuela que en su desempeño actual. Si bien la comparación y ubicación de cada escuela en su contexto regional o en estándares nacionales es importante, la utilidad de la evaluación y la constatación del desempeño de la escuela como institución sólo pueden medirse contra sí misma.

				Obstáculos en las reformas de administración centrada en la escuela

				El entusiasmo internacional por las reformas que buscan orientar la administración del sistema educativo hacia la atención más directa de las escuelas no ha dejado de señalar algunas dificultades para lograr cambios sustantivos en el proceso. Gajardo (1999) sintetiza los principales obstáculos que enfrentan las reformas al ámbito institucional de la escuela en los siguientes puntos: a) la falta de competencias humanas e instituciones capaces; b) ausencia de redes de comunicación e información para facilitar la relación entre actores e involucrar al conjunto de la sociedad en el proceso de reforma; y c) oposición política, sea por razones institucionales o intere­ses corporativos, o bien por los efectos que las transformaciones pueden tener sobre las conquistas laborales o por el hecho de enfrentarse a estilos de gestión arraigados.

				Conforme a la síntesis del Banco Mundial, además de las luchas de poder y conflicto político al interior de la escuela, los principales obstáculos que pueden enfrentar las reformas de administración centrada en la escuela se refieren a la participación de los padres, entre los que destacan los siguientes: a) la falta de definición de las funciones de los consejos de participación de los padres; b) la dificultad para reclutar padres para la conformación de los consejos; c) la falta de entrenamiento para realizar las funciones del consejo; d) el tradicionalismo de los padres en relación con la práctica escolar; e) la falta de interés de los padres en los asuntos escolares, más allá de sus propios hijos; f) las demandas excesivas de la escuela hacia los padres en términos de tiempo y recursos; y g) el conservadurismo de los padres frente a la innovación educativa (Leithwood y Aitken, 1995). A ello se agrega la necesidad de reconocer que el interés de los padres en la escuela suele estar acotado temporalmente a la estancia de sus hijos en ella y a su beneficio directo, lo que hace que la participación tenga un carácter frugal.

				Los mismos autores sugieren que para evitar estos obstáculos, se diseñen políticas y estrategias orientadas a atender los siguientes aspectos: a) la capacitación a los padres sobre sus metas y roles en el consejo de participación; b) la asesoría y apoyo por parte de los maestros a los consejos de padres; c) generar incentivos para involucrarse en las tareas de la escuela; d) promover una estructura clara de funciones de los consejos; e) generar flujos de información pertinente hacia los consejos; y f) incentivar procedimientos para la autoevaluación de los consejos.

				Por otro lado, la participación de los padres se juzga como una vía para incrementar su colaboración en la búsqueda de recursos adicionales para la escuela y/o para contribuir directamente con recursos. 

				Escuelas como organizaciones que aprenden

				Existe una corriente que parte de la premisa de que no hay evidencia empírica suficiente para afirmar una relación directa entre descentralización de la gestión educativa y mejoras en la calidad de la educación. Esta corriente, denominada como el enfoque de las “escuelas como organizaciones que aprenden”, sostiene que como producto de la descentralización se genera un proceso de cambio organizacional —modificaciones en los modos habituales de pensar y actuar—, lo cual ciertamente produce mejorías en la calidad de la educación.

				Las “organizaciones que aprenden” son aquellas que miran hacia el futuro en relación con el presente, que tienen institucionalizados procesos de reflexión en acción, y que además planifican y evalúan su acción como una oportunidad para aprender de ellas mismas a lo largo de su desarrollo, es decir, aprenden cómo aprender (Bolívar, 2000). Desde una postura normativa, en el siguiente cuadro se enlistan algunos de los principios necesarios para que una organización aprenda.

				Cuadro 1

				Principios comunes de las organizaciones que aprenden

				
					
						
								
								Compromiso activo por la continua mejora

							
						

						
								
								Grupos coordinados que se esfuerzan por compartir metas

							
						

						
								
								Desarrollo de visiones comunes sobre los objetivos de la organización

							
						

						
								
								Difusión de las mejoras prácticas en toda la organización

							
						

						
								
								Aprendizaje y desarrollo profesional del personal

							
						

						
								
								Examen crítico de las prácticas habituales

							
						

						
								
								Experimentación de nuevas prácticas

							
						

						
								
								Disposición para cambiar los marcos habituales de pensar

							
						

						
								
								Desarrollo de un espíritu de empresa comprometida con la mejora

							
						

						
								
								Redes horizontales de flujos de información hacia adentro y con el exterior

							
						

						
								
								Empleo de sistemas dinámicos de funcionamiento

							
						

					
				

				Fuente: elaboración propia con base en Bolívar (2000).

				Concebir los centros educativos como organizaciones que aprenden implica aceptar que los cambios no serán producto de reformas gestionadas externamente, sino que se realizarán a medida que la comunidad escolar sea capaz de adquirir, analizar, comprender y planificar la vida de la escuela de acuerdo con la información que toma del entorno y de sus propias demandas. Por tanto, el aprendizaje organizativo en las escuelas se sitúa en una perspectiva mucho más amplia que la propuesta de cambio planificado propugnada por los movimientos de reforma de Escuelas Eficaces o Mejora de la Escuela, pues de lo que se trata es de crear una organización escolar apta para responder productivamente al conjunto de nuevas iniciativas que les presentará el futuro. En el cuadro 2 se enlistan las principales características de las escuelas que se acercan a ser organizaciones que aprenden.

				Para Dalin y Rolff (1993), un centro educativo aprende porque tiene desarrolladas las destrezas suficientes para organizar sus propios procesos de mejora y movilizar su conocimiento interno para responder con creatividad a lo que le plantea su entorno. Bolívar (2000) retoma a estos autores para configurar un interesante esquema que resume las condiciones y procesos claves en la formación de un centro educativo como organización que aprende.

				Procesos clave de una escuela como organización que aprende

				Existen cuatro condiciones para fomentar el aprendizaje organizativo de un centro escolar. Las referidas a los cambios en el entorno y en la política educativa representan los factores externos, mientras que las referidas a la experiencia anterior de desarrollo e historia y cultura escolar representan los factores intraorganizacionales. Tales condiciones deberán fomentar, en el mejor de los casos —o al menos no impedir— el desarrollo de la organización educativa. El proceso inicia cuando el centro educativo está inmerso en programas integrados y compartidos, por lo que se genera un cambio inicial en la cultura escolar. 

				Cuadro 2

				Características de las escuelas como organizaciones que aprenden

				
					
						
								
								Visión y misión de la escuela

							
						

						
								
								Clara y accesible a la mayoría del personal

							
						

						
								
								Compartida

							
						

						
								
								Percibida como significativa

							
						

						
								
								Presente en las conversaciones y toma de decisiones

							
						

						
								
								Cultura escolar

							
						

						
								
								Colaborativa

							
						

						
								
								Creencias compartidas sobre la importancia del desarrollo profesional continuo

							
						

						
								
								Normas de apoyo mutuo

							
						

						
								
								Actitudes para mantener intercambios francos y sinceros entre colegas

							
						

						
								
								Compartir de modo informal ideas y materiales

							
						

						
								
								Respeto por las ideas de los colegas

							
						

						
								
								Apoyo en las decisiones arriesgadas

							
						

						
								
								Estímulo para la discusión abierta de las dificultades











OEBPS/Images/flacso-logo_fmt.jpeg






OEBPS/Images/innovacion_fmt.jpg
INNOVACION
EN POLITICAY &










